Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 17:38). 


—En el día de hoy teníamos previsto recibir a la señora ministra de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y a las autoridades de la Dinama, quienes nos acaban de comunicar que 
a la ministra no le fue posible venir por inconvenientes de último momento. 


Ya hemos recibido el proyecto por el que se declara de interés general el uso sustentable de 
las bolsas plásticas y nos pareció que lo que correspondía era escuchar, en primer lugar, al ministerio. 


En esta sesión nos acompañan el ingeniero químico Alejandro Nario, director de la Dinama, y 
la señora Paula Mosca, asesora. 


SEÑOR NARIO.- Lo primero que quiero hacer es un comentario. Ustedes ya conocen parte del 
proceso porque hemos estado aquí con la señora ministra en su momento. Dentro de la estrategia 
general del ministerio veníamos trabajando la problemática asociada a las bolsas y, frente a una 
iniciativa presentada por el senador Bordaberry —que nosotros analizamos en su momento y que 
incluimos en el proceso de discusión interno de nuestro ministerio—, terminamos procesando un 
proyecto de ley, que es el que presentó el Poder Ejecutivo y que se basa en algunas iniciativas 
anteriores que estaban llevando adelante, principalmente, las intendencias de Montevideo y de 
Canelones. Llegó un momento en que consideramos que había madurez suficiente para avanzar en un 
proyecto de ley dado que había iniciativas a nivel del Poder Legislativo y, también, de los gobiernos 
departamentales. 


Además, todas las iniciativas eran concurrentes en cuanto a su filosofía —esto lo vimos ya en 
la comparecencia pasada—, cosa que nos parece una fortaleza a la hora de plantearse frente a una 
problemática que tiene el país. También nos hizo pensar en cambiar una estrategia inicial que 
teníamos, que era incorporar el tema en lo que es el proceso de discusión de una ley general de 
residuos que se está dando, en este momento, en el marco de la Cotama, la Comisión Técnica 
Asesora de Medio Ambiente del ministerio. 


Hubo argumentos esgrimidos, tanto en los proyectos de ley como en cuestiones operativas 
de quienes estaban llevando adelante las propuestas a nivel departamental, que nos parecieron de 
recibo. Obviamente, la iniciativa está alineada con la filosofía con la que se está trabajando en el 
proyecto de ley de residuos, pero también es cierto que ese es un texto que va a llevar su tiempo de 
discusión a nivel del Poder Ejecutivo —como se está haciendo en este momento- y luego va a tener un 
proceso legislativo. 


Consideramos que el tema de las bolsas plásticas tenía, en los distintos ámbitos, un nivel de 
madurez que permitía avanzar sin que eso fuera en detrimento de la discusión más general. En nuestra 
primera comparecencia cuando vinimos a hablar explícitamente del proyecto de ley del señor 
senador Bordaberry-, nosotros teníamos una posición más inclinada hacia el lado de incluir el tema en 
la ley general de residuos. Sin embargo, consideramos de recibo muchas de las propuestas que se 
hicieron aquí y en otros lados y nos pareció mejor ir por esa propuesta porque existía la madurez 
necesaria a nivel del país. 


En términos conceptuales, diría que la propuesta tiene dos principios que ya hemos 
planteado aquí. El primero es no ir a la prohibición absoluta sino a la prohibición de entregar de manera 
gratuita las bolsas en los lugares de venta. Esto tiene varias fundamentaciones técnicas y representa 
un grado más en lo que ha sido la estrategia del gobierno de trabajar el tema de las bolsas. Ya había 
habido, tiempo atrás, una estrategia que llamaba a sacar las bolsas del medio y que había tenido su 
repercusión. Sin embargo, veíamos que había llegado a su meseta en la capacidad de incidir en la 


disminución del consumo de estas bolsas. Por lo tanto, era necesario pasar a una segunda etapa, pero 
la prohibición literal nos parecía que era un problema a la hora de aplicarla en la realidad; no 
entendíamos que fuera la mejor estrategia para este momento. 


A nivel mundial había otras iniciativas que estudiamos y que iban más en la línea de lo que 
está proponiendo el proyecto. De hecho, hace poco salió un informe que habla de que en Inglaterra 
una iniciativa de este tipo —de cobrar la bolsa, obviamente, acompañada con campañas de 
concientización y de información importantes—, por el solo hecho de obligar a pensar en el momento 
de recibir la bolsa si se la quiere pagar o no, había generado una muy importante disminución, que se 
situaba en el entorno del 85 % del uso de bolsas en grandes superficies. Nos parecía que este camino 
era adecuado porque permitía continuar con la industria nacional —que también nos preocupa- y, a su 
vez, con su capacidad de subsistencia, más allá de la clara señal de que en el mediano plazo este tipo 
de productos se utilice cada vez menos. Creemos que la gradualidad en la aplicación de estas medidas 
es importante, más allá de lo mucho que hay para mejorar y de las varias experiencias en el mundo 
que indican que ese es el camino adecuado. 


Atentos al hecho de que la industria nacional se ha visto muy impactada por la importación 
de productos terminados, de bolsas de distinta calidad, queremos decir que el tema ha sido trabajado 
con las autoridades del Ministerio de Industria, Energía y Minería y del Laboratorio Tecnológico del 
Uruguay con el fin de generar una especificación técnica para las bolsas que implique determinada 
resistencia, lo cual permitirá su reuso para distintos fines: como bolsas de residuos, para 
almacenamiento de ciertos materiales o para llevar, incluso, las compras que se efectúen. Eso llevará a 
tener que definir medidas y gramajes de las bolsas plásticas. Aclaro que todos estos aspectos estarán 
establecidos en la reglamentación y culminarán con un sello de calidad del Laboratorio Tecnológico del 
Uruguay que permitirá distinguir las bolsas que efectivamente cumplan con la normativa de aquellas 
que no lo hacen, con un doble objetivo: facilitar la inspección y apelar a lo que en temas ambientales es 
cada vez más importante, como es el control social y cultural al ver que uno va a un comercio y no le 
entregan la bolsa que, fruto de las campañas que se realizarán, se sabe deberá contar con un logo y 
color determinados que, en su momento, fijará la reglamentación. 


Por un lado, se apunta a promover el cambio de patrón cultural y usar elementos 
reutilizables para las compras diarias —estimulado a través del mecanismo de cobro de las bolsas y 
envases plásticos— y, por otro, a generar una norma técnica que permita que la industria nacional tenga 
la capacidad de realizarlas con una calidad tal que haga posible su uso para otros fines. 


Este es el resumen conceptual que queríamos realizar sobre el tema. 


Quedamos a las órdenes de la comisión para responder las inquietudes de los señores 
senadores. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera formular dos preguntas. 


En el artículo 4. se dice que se prohíbe la fabricación, importación, etcétera de bolsas 
plásticas que no cumplan con las características que establezca la reglamentación. Me gustaría saber 
si nos pueden adelantar— en qué están pensando cuando hablan de las características que deben 
reunir las bolsas. 


En el artículo 7. se establece que los titulares de los puntos de venta o entrega donde se 
suministren bolsas plásticas estarán obligados, entre otras cosas, a realizar o participar en campañas 
de difusión y concientización a la población sobre el uso responsable y racional de bolsas plásticas y el 
cuidado del ambiente. Obviamente que si pienso en los supermercados o grandes superficies ello 
parecería sensato, pero tal como está redactada la norma estaría incluyendo, por ejemplo, a un 
almacenero o a quien tiene un puesto de venta en la feria. Por tanto, quisiera que me aclararan el 
alcance de esta norma. 


En el artículo 6.*, al final, se habla de los mecanismos necesarios para el cumplimiento y 
control, como también de la fijación de un precio mínimo de cobro y las condiciones para su 


facturación. ¿De qué están hablando cuando se refieren a las condiciones para su facturación? 


En el artículo 12 —tendría que repasar las normas constitucionales—, por un lado, se dice que 
dentro del ámbito de sus competencias, los gobiernos departamentales podrán establecer normas 
complementarias. Pero, por otro lado, se expresa que deben derogar las normas que se opongan a la 
presente. Si están dentro de sus competencias, nosotros no podemos decirles por ley que deroguen 
algo que está dentro de ellas. No sé si han visto esta cuestión, pero puede llegar a ser una norma no 
constitucional. Recuerdo que la misma discusión se dio, en su momento, respecto del Código Tributario 
y también del Decreto n.* 500/91 del Proceso Administrativo. Esas son normas que no se podían meter 
dentro de la competencia departamental y esta cuestión se solucionó sugiriendo a los gobiernos 
departamentales —haciendo una serie de trabajos con ellos— que adoptaran estas normas dentro de su 
propio ordenamiento departamental. 


SEÑOR NARIO.- Con respecto a las características, básicamente lo que estamos pensando es en el 
tamaño y en el gramaje. Esto está asociado a lo que hoy mencioné al principio, o sea, uniformizar los 
tamaños para que puedan tener los usos que en principio son los que planteamos, como ser para 
juntar los residuos, pero esto también está asociado a una definición estratégica con las intendencias 
en cuanto al tipo de gestión que van a hacer. Entonces, la idea es uniformizar los tamaños para que 
puedan ser utilizadas con otros fines. A su vez, estamos viendo el tema del gramaje de las bolsas. 
Todos hemos visto esas bolsas semitransparentes que terminan rompiéndose, por lo que hay que usar 
tres o cuatro; se compran porque son baratas —provenientes de un país asiático—, pero generan más 
problemas que soluciones. Por tanto, la bolsa debe tener la capacidad para soportar un volumen 
determinado. Además, la idea es que en aquellos casos en que se la utilice, sea al máximo posible de 
su volumen. Todos hemos ido de compras y vemos que, por ejemplo, ponen un desodorante en una 
bolsa y tres panes en otra. Justamente, la idea es que al tener un precio se desestimule ese 
procedimiento. En consecuencia, la capacidad del contenedor tiene que ser tal que resista un peso —el 
cual se deberá considerar a nivel técnico— y no se termine rompiendo, por lo que se deban usar tres o 
cuatro bolsas más como sucede hoy en día. Esto es a nivel general; no tenemos la definición práctica 
todavía, pero la estamos trabajando con el Ministerio de Industria, Energía y Minería, que está 
coordinando esta parte operativa porque implica conocer la capacidad nacional para la fabricación de 
bolsas. Nosotros no queremos afectar la industria nacional y nuestro deseo es que tengan la capacidad 
de fabricar este elemento. Entonces, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, junto con el LATU, 
están trabajando en ese sentido. El ministerio ya había tenido contactos con el laboratorio del LATU 
que se ocupa de los plásticos, por lo que ya se había avanzado en algunos aspectos del gramaje. 
Reitero, esto todavía no está definido y la idea es que se concrete con la reglamentación. 


Con respecto al artículo 7.*, la idea es que no sea una obligación. Obviamente estamos 
pensando que a nivel masivo la carga sea para las grandes superficies, pero la idea es que los 
comercios de menor porte también tengan un rol y se cuelguen allí los afiches informativos o los logos 
que se generen. No estamos pidiendo que financien grandes campañas, como se les puede pedir a 
comercios de otro porte, pero la idea es que todos, en el marco de su capacidad, tengan un rol activo 
en la difusión de los objetivos del proyecto de ley. De manera que creo que es pertinente la 
preocupación del señor senador. No estamos pensando en algo uniforme para todos los actores. 


Respecto a las condiciones de facturación, eso estaba pensado originalmente para que 
apareciera diferenciado. Quizás está más pensado para grandes superficies que para almacenes que 
pueden tener una boleta común, pero la idea es que tengan un ítem aparte en la facturación o una 
separación. Habrá que consultar si es efectivamente posible o no; nosotros pensábamos que sí, pero 
no lo tengo del todo claro. Insisto, la idea es que en la facturación pueda sobresalir que se está 
pagando por la bolsa, como una acción más para estimular que haya conciencia de que está 
generándose eso. De todas maneras, no sería algo relevante y sería parte de los aspectos que se 
podrían analizar. 


En cuanto al artículo 12, quizás no es feliz la redacción —habría que estudiarlo—, pero lo que 
está pensado es que se deroguen las normas departamentales —obviamente no en el ámbito de sus 
competencias, sino en términos generales— que puedan contravenir la ley. Tal vez la solución sea la 
expuesta por el señor senador y haya que plantear el tema en otros términos, pero la lógica es tratar de 
que los gobiernos departamentales internalicen esto. Además, este ha sido un proceso que ha contado 
con el contacto con los gobiernos departamentales; no se hizo ajeno a las lógicas que ellos venían 


manejando. Obviamente, la idea no es ir más allá de las competencias que se puedan tener, sino 
buscar, dentro de lo que la Constitución y las leyes permitan, el alineamiento con la ley nacional para 
trabajar este tema. Igualmente me parece pertinente la preocupación, porque esto puede acarrear 
algún tipo de reclamo posterior que pueda hacer peligrar la ley. No es la idea desconocer las 
competencias departamentales ni mucho menos, pero está claro que si esto no tiene una acción 
coordinada en los distintos niveles del Estado, la potencialidad de la aplicación de la ley va a ser 
mucho menor. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Ante todo, quiero dar también la bienvenida a la delegación del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Algunas de mis inquietudes han sido evacuadas ante las preguntas del señor senador 
Bordaberry, pero creo que el gran tema, entre las cuestiones que ya se compartieron, es que hay un 
gran sector del mercado en el que tenemos poca incidencia de contralor en cuanto al cobro de la bolsa. 
Me refiero a todo el sistema de ferias y comercios no registrados. Dudo que en esos casos la 
capacidad inspectiva pueda hacer que se cumpla la ley. Por eso, creo que habría que afinar la norma 
en estos términos, para tener una ley que realmente se pueda cumplir. 


Por otro lado, en este proyecto no está, pero sí figura en la iniciativa del señor senador 
Bordaberry, la calidad biodegradable de algunas bolsas plásticas. Sobre ese tema hay una controversia 
que a nosotros nos consta. Si bien desde el punto de vista medioambiental puede ser bueno que se 
trate de un producto biodegradable, lo cierto es que durante cierto tiempo es un contaminante visual 
muy fuerte, porque si al comenzar la biodegradación no se encuentra en un lugar que esté 
circunscripto y se puede diseminar, esa bolsa se transforma en pequeños trozos —justamente por el 
proceso de biodegradación— y se difunde por muchos lados del territorio, fundamentalmente en los 
cursos de agua. Sería bueno que quedara claramente establecida la mirada que tiene la Dinama sobre 
este aspecto que nos preocupa. 


Otra consulta tiene que ver con el artículo 3.%, «Exclusiones», que dice que las disposiciones 
de la presente ley no son aplicables cuando por razones de inocuidad o higiene alimenticia sea 
necesario utilizar bolsas plásticas para algunos tipos de alimentos, productos o bienes que establezca 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Al respecto pregunto —porque 
no lo conozco al detalle— si el ministerio tiene la capacidad técnica, a través de Dinama u otra 
dependencia, para establecer las características de inocuidad o calidad de esos alimentos para ser 
contenidos en bolsas plásticas, en qué condiciones y durante qué tiempo. Hago esta consulta porque 
hay aspectos de calidad alimenticia que se regulan y controlan en otras dependencias del Estado, 
entre ellas las bromatológicas de los distintos departamentos. Entonces, me gustaría saber si el 
ministerio puede establecer no solo las condiciones, sino también su control y cumplimiento para que 
estos alimentos puedan estar contenidos en bolsas plásticas. 


También tenemos dudas sobre la capacidad que puede tener el Estado para establecer 
medidas fiscalizadoras tendientes a disminuir el uso de la bolsa plástica. La fijación de un precio 
mínimo puede hacer que el consumidor, en forma compulsiva, pida menos bolsas cada vez que va a 
hacer una compra, pero su cumplimiento depende de la capacidad de fiscalización que pueda tener el 
Estado a través de distintas dependencias. Siempre hay que tener presente que cuanto más requisitos 
de fiscalización incorporamos en las políticas públicas, más debemos pensar en quién va a hacer esa 
fiscalización y si existen los recursos técnicos y humanos para esa tarea, porque todos sabemos las 
limitantes que genera el no disponer de suficiente personal para llevar adelante la fiscalización que se 
debe realizar. 


La última pregunta es si se puede prohibir la importación de productos que son nocivos para 
nuestro medioambiente o lo condicionan como, por ejemplo, las bolsas que no tienen las medidas y el 
gramaje adecuado y son de muy fácil rotura y por eso se diseminan. ¿Uruguay tiene posibilidad de 
prohibir esos productos sin que ello genere reclamos a través de los acuerdos comerciales que 
tenemos en el sentido de no prohibir el libre mercado de ciertos productos? 


SEÑOR BORDABERRY.- En el mismo sentido de lo expresado por el señor senador, quiero hacer la 
siguiente apreciación. Me llamó la atención la particular redacción de los artículos 4.* y 5.* del proyecto 


de ley. El artículo 4.” establece: «Prohíbase la fabricación, importación, distribución, venta y/o entrega a 
cualquier título, de las bolsas plásticas incluidas en el artículo 2. que no cumplan con las 
características que establezca la reglamentación». O sea que las que no cumplen con ese requisito, no 
van a poder ser importadas. 


Sin embargo, en el artículo 5.* se establece: «Las bolsas plásticas incluidas en el artículo 2.?, 
que cumplan con las características que establezca la reglamentación, sólo podrán distribuirse, 
venderse y/o entregarse a cualquier título en el territorio nacional, cuando el fabricante o importador 
haya obtenido el correspondiente certificado de cumplimiento que la reglamentación establezca», pero 
no se dice «sólo podrán importarse». No sé por qué razón sacaron la expresión «importación» de este 
artículo, cuando la tenían en el artículo 2.*. Por lo tanto, puede darse la situación de que se importen 
las bolsas plásticas, pero después no se puedan vender. Pienso que el artículo va por el mismo camino 
porque, en mi opinión, lo más importante es no permitir su importación. 


Supongo que lo que se quiere hacer es que la Aduana le pida el certificado de importación a 
quien importe el producto, de la misma forma que sucede con la propiedad intelectual donde también 
se solicitan los certificados correspondientes. 


Agrego este comentario a lo dicho por el señor senador Pardiñas. Luego formularé otra 
pregunta. 


SEÑOR NARIO.- En primer lugar, quisiera hacer un comentario. 


En Uruguay no existen bolsas biodegradables. Lo que hay son bolsas oxodegradables, que 
no es lo mismo. Recuerdo que en la sesión anterior el señor senador De León justamente planteaba la 
posibilidad de tener bolsas biodegradables como tales. En este sentido quiero señalar que existe una 
normativa internacional, las normas ASTM D6400-04 y ASTM D6868-03, que establecen cuáles son 
las condiciones que deben cumplir esas bolsas para ser consideradas biodegradables. Es de hacer 
notar que las bolsas oxodegradables tienen un catalizador que acelera la degradación. Básicamente, lo 
que hace es que las moléculas de gran tamaño se vayan rompiendo en moléculas de menor tamaño, 
pero eso no quiere decir que se incorporen en el ciclo biológico. No hay evidencia científica que diga 
que al día de hoy esa degradación se incorpore al ciclo biológico. Es más, yo estuve en la Asamblea de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, y allí se sostuvo que hay indicios de que en los océanos 
hay una importante acumulación de bioplásticos y microplásticos, asociados a esa degradación, que no 
se incorporan al ciclo. 


Entonces, si bien no hay evidencia científica que diga que es nocivo, tampoco la hay en 
cuanto a que se incorpora en los ciclos biológicos. Solo la hay en aquellos que utilizan componentes 
biológicos —procedentes de maíz, celulosa u otros productos— que generan un sistema por el que se 
forman las cadenas de gran tamaño —que son las que generan el polímero—, y que usan como base, 
como ladrillos de cadena, compuestos biológicos. De esa forma, se garantiza que luego cuando entran 
al medio, el medioambiente y los sistemas biológicos lo incorporan en sus ciclos. Quería hacer esta 
distinción porque muchas veces hay confusión entre lo que es el material oxodegradable y el 
biodegradable. A nivel internacional hay muchas normas y ensayos específicos que regulan este 
aspecto. 


Por lo tanto, Uruguay no tiene materiales biodegradables, y no vamos por el camino de 
estimular ese hecho porque, además de lo que planteaba el señor senador —que incluso esas bolsas 
son un problema en el manejo del medioambiente porque tienen menos vida, pero también tapan las 
alcantarillas y generan muchos de los problemas ambientales que los asociamos a las otras—, el hecho 
de que se degrade no quiere decir que se biodegraden. Esta era la primera apreciación que quería 
hacer. 


Con relación al tema de los alimentos, nosotros no estamos hablando de su packaging, sino 
de aquellos envases que se usan cuando uno va a comprar carne picada, pescado o alimentos frescos, 
productos que no pueden ser entregados en un envase de otro tipo. Entonces, no se trata de todo ese 
tema bromatológico de la conservación de los alimentos —cuánto tiempo pueden permanecer 


envasados y demás, aspecto que ya está regulado— sino, repito, de los envases plásticos que se 
utilizan básicamente con los alimentos frescos. Simplemente lo que sucede es que hay alimentos 
frescos que es necesario entregarlos en envases plásticos por cuestiones de inocuidad alimentaria. 
Reitero, básicamente son la carne, el pescado y algún otro producto de ese tipo que no es conveniente 
que estén envueltos en una bolsa de papel u otro tipo de envase. 


Con respecto a la capacidad de control, es cierto que se trata de un gran desafío; hay lugares, 
como las grandes superficies, donde es mucho más sencillo controlar, pero también es verdad que no 
son la principal fuente generadora. Ahí apostamos a un doble objetivo: en primer lugar, al trabajo con 
los gobiernos departamentales, pero también al cambio cultural, al control social como instrumento de 
cambio. Por eso la importancia de las bolsas de determinado tipo, con cierto logo que sea sencillo de 
identificar para que el consumidor sepa si realmente cumple con lo que establece la reglamentación. 
Obviamente, si eso no está acompañado de una fuerte difusión, de una campaña que involucre a todos 
los actores, no será efectivo; la gente tiene que saber cómo es la bolsa que cumple con la 
reglamentación y cuáles son las consecuencias hacia el medio ambiente y al lugar donde vivimos por 
el uso de bolsas inadecuadas. El otro día leí algo sobre la experiencia inglesa —un artículo que les 
puedo hacer llegar—, donde el hecho de cobrar y obligar a la gente a pensar en el momento de tomar la 
decisión de comprar o no la bolsa -—al igual que cuando nos preguntan si queremos colaborar con 
determinada causa- tiene un efecto muy importante. Esto se ha visto a nivel mundial, pero queda claro 
que hay que pensar en un sistema de fiscalización; es nuestra responsabilidad como Estado y habrá 
que ver cuáles serán los distintos mecanismos, por lo que será necesario hablar con Cambadu y con 
las grandes superficies. 


Se trata de un desafío que, además, tiene una segunda pata. Me refiero al tema del control 
de la importación —como otra llave de control-, porque todos sabemos que es algo que puede 
vulnerarse, por ejemplo, a través de algún comercio ilícito en la frontera. Lo cierto es que no había 
notado lo que planteó el señor senador Bordaberry, pero lo voy a consultar, porque no sé si fue un 
tema de la jurídica nuestra o directamente se nos pasó. El espíritu es que el control de la importación 
esté en los dos artículos. Hemos estado trabajando fuertemente con Aduana en varios aspectos para el 
control de envases de agroquímicos, porque tiene que haber un registro para la propia ley de envases. 
Es decir que para poder importar necesitan la aprobación de Dinama y esto iría en el mismo sentido; 
aquellas importaciones que no cumplan con la reglamentación técnica no deberían poder hacerse, 
salvo para un uso que puedan demostrar y no veo cómo podrían hacerlo. 


Reitero que ese es el espíritu; que exista la prohibición de la importación —sobre todo 
sabiendo que mucho viene de afuera—, que se dé la gestión con la industria nacional para que fabrique 
lo que la reglamentación especifique, el control del Estado y el control social. Estas son las patas que 
debería tener la propuesta para que se pueda cumplir. 


SEÑOR DE LEÓN.- Hemos leído ambos proyectos de ley, tanto el del Poder Ejecutivo como el del 
señor senador Bordaberry, y creemos que su objeto es atacar un problema ambiental. Ahora bien, 
estimo que el análisis que debemos hacer tiene que ver con el origen del consumo de estas bolsas 
plásticas. Sin lugar a dudas, ello está vinculado al tema de los productos que uno consume, tanto en 
las grandes superficies, en ferias u otros lugares como los que se han mencionado, por lo que uno se 
convierte, a su vez, en consumidor de bolsas plásticas. 


Las bolsas plásticas en Uruguay están vinculadas directamente a otro problema que es la 
gestión de los residuos sólidos urbanos y la basura. Ya lo he dicho en otras sesiones de la comisión; 
creo que si apretamos por el lado de un consumo responsable a través del pago o de campañas, 
obviamente se va a fomentar, de nuevo, en Uruguay la compra de las bolsas de residuos tradicionales. 
Eso está claro. ¿Por qué cuando el ciudadano va a hacer compras en las grandes superficies siempre 
quiere que le den más bolsas de las que realmente necesitaría para llevar sus productos? Porque esas 
mismas bolsas se utilizan para los residuos sólidos en los hogares. Entonces, vemos que esto va a 
generar un mayor consumo de la otra bolsa de residuos tradicional. Nosotros creemos en la hipótesis 
de que este tema se va a resolver el día que en Uruguay tengamos mecanismos de manejo de los 
residuos domésticos que no pasen por la utilización de la bolsa plástica. Nos parece que eso ayudaría 
muchísimo en este plan que se quiere desarrollar en el país, y que incluiría una campaña de difusión 
sobre el impacto que genera la utilización de estas bolsas, el cobro de las mismas y la promoción de 
otro tipo de elementos para guardar los productos adquiridos en las grandes superficies, 


supermercados o ferias. Por lo tanto, creo que estamos legislando sobre una parte del problema y 
que, de todos modos, se va a generar el consumo de la otra bolsa que es tan contaminante como la 
que estamos hablando, porque no es biodegradable u oxibiodegradable. 


En síntesis, me gustaría saber si han cuantificado el consumo de bolsas plásticas en el 
Uruguay y qué mecanismos han utilizado para ello. No es lo mismo hablar de 100.000 bolsas que de 1, 
2 0 10 millones. 


Por otro lado, ¿tienen claramente identificado el origen de esas bolsas? No tengo claro si el 
porcentaje incide mucho pero creo que en este trabajo podemos incorporar como aliado al sector 
productivo nacional. Quizás también deberíamos analizar cuál debería ser el comportamiento de los 
organismos que tienen que ver con el control de lo que se importa; eso también debería estar bien 
claro e identificado. 


¿Han calculado el precio que se va a cobrar por bolsa, cuánto se espera recaudar y para 
qué? Otro aspecto a señalar es que en el Uruguay hay dos posibles caminos alternativos que podrían 
ser viables. Uno de ellos es que nuestro país produzca biodegradables porque hay materia prima y 
cadenas productivas que podrían generarlas. También somos productores de celulosa —posiblemente 
se instale una tercera planta— y sería más que interesante la posibilidad de estimular el desarrollo de 
papel nacional, de calidad, para ser usado tanto en el supermercado como en la gestión de los 
residuos domiciliarios. Hago estos planteos porque me parece que estamos ante un problema pero 
también ante la oportunidad de desarrollar una cadena de producción que permitiría complementar 
esta legislación que estamos discutiendo. 


En consecuencia, me parece que sería importante analizar esas otras líneas de acción. 


SEÑOR NARIO.- Con respecto al tema en general, comparto lo que decía el señor senador en cuanto 
a que si no analizamos todo el sistema, nos van a faltar algunas partes. Eso está claro y por eso 
nuestra posición original era incorporar los procesos de discusión de la ley más general. Pero también 
es cierto que los cambios culturales se dan por un proceso de acumulación, no se producen de un día 
para el otro. Fue así que nos fuimos convenciendo de que la aplicación de esta normativa, aunque no 
sería perfecta porque obviamente tendrá su impacto, sería beneficiosa si tenemos canales reales, 
circuitos limpios, segregación en origen —que es lo que estamos tratando de impulsar con la 
elaboración de la ley general de residuos—, si se cambia la gestión, si se trabaja con las intendencias y 
con los ministerios asociados a las personas que se desempeñan en esto. 


Y aquí hago un paréntesis: si los residuos no terminan en los lugares adecuados se vuelven a 
complicar los cursos de agua. Esto significa que si no se aborda el tema global de una gestión 
adecuada de los residuos, nos estará faltando una parte. 


Como decían nos convencimos de que este era un aporte, de que se tenía la madurez como 
para lograrlo y a ello se agrega que las intendencias querían actuar, pero lo iban a hacer de manera 
descoordinada. Entonces, se nos abría una ventana, teníamos una oportunidad y se manifestaba la 
preocupación desde el Poder Legislativo y desde los gobiernos departamentales. Por eso lo mejor era 
unificar los esfuerzos y seguir acumulando experiencia en lo que hace a la concientización de los 
temas ambientales. Probablemente se cometan errores, pero los podremos corregir posteriormente 
porque en estos procesos, si se busca lo mejor, se termina por no hacer nada. Cabe recordar que hubo 
una discusión anterior y nosotros incorporamos la visión planteada por la Comisión de Medio Ambiente, 
pues consideramos que es adecuada. Más aún, las intendencias también se pronunciaron en el sentido 
de que se trata de un problema que deben enfrentar todos los días y que es necesario resolver. 


Por eso nos comprometimos a trabajar fuerte y a armar por lo menos una parte de lo que era 
una idea más global. De modo que comparto el planteo, pero considero que la solución final llegará por 
el uso racional de las bolsas plásticas y que esta normativa va a permitir acumular conocimiento en ese 
sentido. 


En cuanto al tema del precio, debo decir que no estamos proponiendo una tasa. A este 
respecto, recibimos el asesoramiento de los servicios jurídicos del ministerio y de la Dinama, que nos 
advirtieron que no es un tema sencillo, porque en realidad para la aplicación de una tasa se requiere la 
instrumentación de contrapartidas —que implican saber qué se va a hacer, qué se va a usar-, que 
impiden tener políticas diferenciadas para favorecer una cosa u otra. Había problemas, incluso, 
relacionados con instrumentos económicos asociados a la tasa que nos sacaban del foco de la 
discusión. 


Por tanto, la idea es fijar un precio, en acuerdo con el MEF, que desestimule el uso de bolsas 
plásticas, pero en realidad va a ser un sobreprecio que aplicará el comerciante como si fuera uno más 
de sus productos. De ahí la necesidad de hacer campañas, la obligación de analizar que si va a hacer 
un ingreso extra se tiene que utilizar según la lógica de lo que queremos lograr. Para eso será preciso 
estudiar cuál será la recaudación por ese concepto y diferenciar las situaciones de los comerciantes, 
entre grandes superficies y pequeños negocios o feriantes. La idea es, entonces, aplicar una estrategia 
diferenciada, pero no una tasa. Es por esta razón que el destino de este recurso no está definido. 


Por último, comparto el planteo del señor senador. Provengo del sector industrial y sé que el 
Uruguay tiene una gran oportunidad en relación con estos temas. Cada vez son más los países que 
prohíben el uso de bolsas plásticas. Por eso tendríamos que estimular, en el marco del desarrollo de 
inversiones, de estudios tecnológicos y demás, el uso de materias primas como la pasta de celulosa u 
otros cultivos. Entendemos que es un tema que excede la competencia de este ministerio, pero lo 
hemos conversado con la señora ministra y coincidimos en que sería muy interesante para el país que 
se abriera esa ventana de oportunidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, quisiera hacer algunas consideraciones. 


Estamos de acuerdo con la filosofía de esta normativa, pero hay algunos aspectos de 
redacción a los que quiero referirme. 


Los artículos 2.* y 3.* resultan confusos. El 2.* se refiere a qué cosas quedan alcanzadas, y 
expresa: «salvo las exclusiones que se prevén en el artículo siguiente». Ya hay una exclusión en el 
artículo 2.* y hay otras en el 3.*, pero eso es un problema de redacción. 


También vamos a mirar con cuidado donde dice «para la contención o el transporte de 
pescados, carnes, aves y sus derivados» intentando buscar una coherencia con otras leyes, ya que 
menciona a las carnes y a las aves pero las aves son carnes. Tenemos que ver bien cuál es el 
concepto de carne y el de derivados; hay otras leyes que hablan de estos productos. De todas 
maneras, son giros que debemos hacer para que haya una coherencia con las otras leyes. 


A la vez, con respecto al artículo 12, me parece que hay que ver claramente cuáles son las 
competencias de los gobiernos departamentales y la legislación nacional. Tal vez sea necesario hacer 
una redacción un poco más prolija que esta. 


En el artículo 10, referente al contralor, se citan los artículos 14 y 15 de la Ley n.* 17283, de 
28 de noviembre de 2000, pero creo que también debería citarse el artículo 227 de la Ley n.* 18996, de 
7 de noviembre de 2012. 


En definitiva, son pequeños ajustes para lograr una redacción más prolija. Ese es el trabajo 
que tenemos nosotros. 


SEÑOR BORDABERRY.- En el mismo sentido, el artículo 10 remite a los artículos 14 y 15 de la Ley n.? 
17283 pero, a su vez, este artículo 14 remite a una serie de leyes, que son las que establecen 
sanciones. Tal como está redactado este artículo, que remite exclusivamente a los artículos 14 y 15 de 
la ley n.* 17283, podríamos estar dejando afuera lo que creo va a ser la facultad más importante: poner 
multas. Puede decomisar y sacar las bolsas —el infractor podrá correr el riesgo de perderlas—, pero es 
necesario que se pueda imponer una sanción pecuniaria. Entonces, me parece que también habría que 


remitirse a todas esas leyes que están citadas en el artículo 14, ya que la forma más eficaz que tienen 
de hacer el contralor es aplicando multas, además del decomiso. 


Asimismo, en ese artículo 10 se dice que se coordinará con otras reparticiones públicas, 
cuando creo recordar que la ley de medioambiente obliga al Ministerio del Interior a apoyar a la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente a entrar a los lugares cuando constata una situación de estas. 
O sea que se está haciendo un retroceso, ya que el Ministerio del Interior tiene la obligación de hacerlo. 


Había hecho esas anotaciones para comentarlas cuando la comisión se pusiera a trabajar, 
pero las menciono ahora para no olvidarnos y que la Secretaría tome nota. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero mencionar que nosotros recibimos una solicitud de audiencia de la 
Asociación Uruguaya de Industria del Plástico, cuyas autoridades nos planteaban que no habían 
participado en el proceso de construcción de este proyecto de ley. Creo recordar que cuando vino la 
señora ministra —sesión a la que también asistió el señor Nario— nos dijeron que habían tenido contacto 
con muchos actores para llevar adelante esta iniciativa. Nosotros los vamos a recibir porque es 
elemental en el trabajo parlamentario; tenemos que recibir —y es bueno que así sea— a todos quienes 
solicitan venir. Los habíamos incluido en el orden del día de hoy, pero los representantes de la 
Asociación Uruguaya de Industria del Plástico nos comunicaron que hoy no les era posible concurrir. 


En realidad, no teníamos la intención de demorar demasiado la aprobación de este proyecto 
de ley, dado que estamos de acuerdo; simplemente trataremos de mejorar la redacción, pero los 
vamos a recibir. 


Reitero que ellos nos manifestaron que no habían sido partícipes de los diálogos sobre este 
tema. Como la señora ministra nos dijo que se había dialogado con el ministerio de industria y con 
actores de la industria plástica, con los fabricantes de las bolsas, nosotros partíamos de la base de que 
había habido una cantidad de consultas. De todas maneras, los recibiremos nosotros. 


SEÑOR NARIO.- Obviamente, hubo consultas y luego la administración reglamentó a su leal saber y 
entender. De hecho, tengo aquí los correos de la Asociación en los que nos dan a conocer todos los 
datos de las bolsas; justamente, eso fue muy valioso para nosotros, porque nos enviaron información 
relativa al consumo de bolsas que es la que hemos utilizado para elaborar nuestro análisis. No sé 
exactamente qué entienden ellos por no tener contacto, pero por nuestra parte constituyen un actor 
relevante en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia de nuestros invitados y la información que 
nos han brindado. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 18:30). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


